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Simplificación y Calidad de los Servicios

1. La mejora continua y la calidad en la prestación de servicios a la ciudadanía, como programas de modernización de la Administración General del Estado en España, impulsados desde un órgano central. 

Como el lector habrá observado en el desarrollo de este panel, en la Administración General del Estado, en España, existe un Departamento ministerial que es el responsable de impulsar, promover, estimular y desarrollar las políticas generales sobre la calidad, cual es el Ministerio de Administraciones Públicas, el MAP, y, más concretamente, la Secretaría de Estado para la Administración Pública que, precisamente, coordina y dirige las diversas ponencias de este encuentro internacional en el marco del VI Congreso del CLAD, que se refieren a programas relacionados con la implementación de las medidas contempladas en el "Libro Blanco para la Mejora de los Servicios Públicos", presentado ante el Consejo de Ministros el 4 de febrero de 2000.

Las políticas sobre calidad de la Secretaría de Estado para la Administración Pública, de la que forma parte la Dirección General de Inspección, Simplificación y Calidad de Servicios (INSCAL, en lo sucesivo) que yo ostento, tienen sus raíces en los procesos de modernización administrativa abordados en nuestro país desde finales de los años 80, con la aparición de las recomendaciones de la OCDE en su conocido libro "La Administración al servicio del público" (1987).

Desde entonces, ha habido un goteo constante de medidas de modernización administrativa en la Administración del Estado español, muchas de las cuales deben entenderse en clave de calidad de la prestación de servicios al ciudadano, en un trayecto estratégico de lo que entenderíamos por mejora continua, como primera acepción, al derivarse dichas medidas de replanteamientos autocríticos de los Gestores públicos sobre el modo de funcionar de la Administración que, asumiendo la inevitabilidad de que siempre cabe mejorar algún parámetro de la gestión pública, se imponen como meta la obtención de mayores cotas de satisfacción de la ciudadanía respecto de dicho funcionamiento. 

Se reconoce por tanto, lo que actualmente se asume de modo generalizado, que en la Administración siempre hay algo que mejorar, puesto que gestionamos necesidades y demandas de los ciudadanos y éstas, del mismo modo que los valores, hábitos y pautas culturales de la sociedad en la que se insertan, evidentemente evolucionan y cambian constantemente al ritmo de los cambios sociales.

Esta sería, precisamente, la esencia de la "mejora continua" que, como la "mayéutica socrática" somete a una persona (o a un equipo de personas) a una serie de preguntas sucesivas (a cuestionamientos) a través de las cuales ellas mismas encuentran la respuesta a sus problemas (en la gestión de los procesos de su trabajo). Esta podría ser la segunda acepción de la mejora continua en las organizaciones: someter a los administradores a procesos de autocuestionamiento de su gestión, para que ellos mismos encuentren los mejores caminos para promover reformas que mejoren su propia gestión. Volveremos al final de la ponencia a esta idea. 

Entre las medidas de modernización administrativa que antes citamos, destacaríamos, por su gran relevancia jurídica, la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC)
, promulgada como norma básica para todas las administraciones públicas, que reforzó la posición del ciudadano en su relación con las mismas, reconociéndole un catálogo de derechos, simplificando los procedimientos e instaurando el uso de las tecnologías de la información en la gestión administrativa. 

La Ley 30/92 citada, entre otros avances, hizo posible el ejercicio de los siguientes derechos de los ciudadanos:

· la identificación generalizada de funcionarios al servicio del público,

· la garantía del derecho a tener información, asesoramiento y orientación,

· el desarrollo de redes de centros de información,

· el acceso a registros y archivos de la Administración Pública,

· la validación de copias y documentos,

· la implementación de redes de teléfonos de consulta permanente,

· la creación de redes de base de datos para la atención al público,

· el control de calidad de los servicios públicos o
· la mejora de la accesibilidad física a locales.
La LRJPAC vino a sustituir a la vieja Ley de Procedimiento Administrativo de 1958, y, desde una dimensión estrictamente jurídica, el Gobierno promovió la reforma de dicha Ley 30, que finalmente fue modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, donde se han establecido nuevos criterios para los procedimientos administrativos que implican a los ciudadanos, reforzándose la posición del ciudadano/interesado en el procedimiento administrativo en aspectos tales como el silencio administrativo o los recursos frente a resoluciones y actos, facilitándose asimismo las mejoras en plazos de tramitación y resolución, el silencio positivo, la refundición normativa y la simplificación documental.

La citada LRJPAC ha devenido fundamental para la promoción de numerosas mejoras de las áreas de atención al ciudadano y, más concretamente, para la promoción de los sistemas de gestión de calidad.

Por otra parte, en el inicio de los años 90, se promovieron más de 200 proyectos dentro de lo que se denominaron los Planes de modernización de la Administración del Estado, con el doble objetivo de mejorar la eficacia y eficiencia internas de las organizaciones y de mejorar la calidad de los servicios públicos.

En ese contexto, a mediados de los 90, llegó a implementarse en el MAP un "Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos", a través del que se evaluaron los 10 servicios públicos más importantes del país (Sanidad, Educación, Pensiones, Correos, etc.) desde la perspectiva de la calidad.

En 1996, desarrollando lo previsto en la LRJPAC, se adecuaron los procedimientos administrativos de todos los Ministerios y se publicó la "Relación de Procedimientos Administrativos de la Administración General del Estado" , en la que se informaba a los ciudadanos sobre los trámites, requisitos, plazos de resolución, órganos competentes, etc., de todos y cada uno de los procedimientos administrativos.

También en 1996, desde el MAP, se regularon los "servicios de información administrativa y atención al ciudadano", definiendo el contenido de estas funciones y estableciendo una red de unidades de información centrales, departamentales y territoriales. La unidad central de información, el Centro de Información Administrativa, ubicado en la INSCAL (nuestra Dirección General), proporciona a los ciudadanos información presencial, telefónica y telemática sobre cualquier asunto de interés relacionado con las administraciones públicas. Dentro de ese capítulo de los servicios de atención al ciudadano, también fueron regulados los sistemas de gestión de "Quejas y Sugerencias" en la Administración del Estado.

Como más adelante explicaremos, en 1997 se puso en marcha el programa de "Ventanilla única", que tiene entre sus objetivos la implantación de un sistema interconectado de los registros de la Administración del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las entidades locales (es decir, los tres niveles de administraciones públicas de nuestro país), a fin de que los ciudadanos puedan presentar sus escritos dirigidos a órganos de cualquiera de las administraciones en la oficina de registro más próxima, ya sea ésta estatal, autonómica o local. 

Esta medida se complementó con la publicación de una relación de todas las oficinas de registro de la Administración del Estado, en la que se detallan sus direcciones postales, telefónicas y telemáticas, así como sus horarios de apertura para facilitar a los ciudadanos el acceso a las mismas. Tanto esta relación como la de procedimientos se actualizan periódicamente para que se encuentren permanentemente al día.

Hay que reseñar como un acontecimiento legal de especial relevancia la promulgación de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, en Abril de 1997, que además de definir los más clásicos principios de descentralización funcional, eficacia, eficiencia, etc., instaura, en el funcionamiento de la Administración pública, singularmente el principio de "servicio a los ciudadanos".

A través de este principio, se procura el aseguramiento de la efectividad de los derechos ciudadanos cuando éstos se relacionan con la administración, así como de la mejora continua de los servicios y prestaciones públicas, determinando claramente cuáles son éstos, sus contenidos y los correspondientes estándares de calidad.

En aplicación de los mandatos legales antes mencionados, a lo largo de 1998 y 1999, desde el MAP se han puesto en marcha las siguientes iniciativas, que ahora enuncio, y que desarrollaremos progresivamente a lo largo de esta ponencia:

· Un programa de racionalización y simplificación de los procesos administrativos y las reglamentaciones para facilitar a los ciudadanos sus gestiones con la administración y una mayor libertad en los intercambios de la sociedad civil, apoyado por la constitución de una Comisión Interministerial de Simplificación presidida por el Ministro de Administraciones Públicas.

· La puesta en marcha del Programa denominado "Ventanilla única Empresarial" en la que participan los tres niveles de administraciones públicas y las Cámaras de Comercio y que permite a los emprendedores aligerar en un solo espacio físico los trámites necesarios para la constitución de empresas.

· La incorporación intensiva a la sociedad de la información, mediante la creación de un "Hipercentro informativo" de la Administración General del Estado, una red multiservicio (extranet), la teletramitación de algunos procedimientos administrativos, etc. todo ello con el objeto de facilitar el más cómodo acceso de los ciudadanos a la administración, si bien en esta ponencia no me extenderé sobre este proyecto, al tratarse en el contenido de otra de las ponencias que integran este Panel. 

· Y el llamado Plan de Calidad para la Administración General del Estado, elaborado, coordinado y desarrollado por la Secretaría de Estado para la Administración Pública. 

De los proyectos de simplificación administrativa, de ventanilla única y de calidad de los servicios, hemos venido dando cuenta con nuestra participación y presencia en varios de los Paneles y mesas redondas de los últimos Congresos del CLAD, en el marco del intercambio de experiencias concretas de modernización de la gestión pública en nuestro país. En esta ocasión, y así lo vamos a intentar en esta ponencia, daremos cuenta a los lectores de una perspectiva distinta que sitúe la situación actual de dichos proyectos de modernización administrativa en el devenir del cumplimiento de objetivos inicialmente concebidos para dichos proyectos. 

2. La satisfacción de los ciudadanos en la prestación de servicios recibida de la Administración (la sencillez, la agilidad, la accesibilidad).
La "sencillez" en la tramitación, como es conocido, es una de las demandas más sentidas desde la ciudadanía que se relaciona con la Administración Pública. La ausencia de dificultad o la naturalidad de los conceptos administrativos, son elementos deseados por los ciudadanos cuando deben formular peticiones o iniciar el trámite de cualquier procedimiento con las Administraciones públicas. 

Ello exige un lenguaje administrativo sencillo y unas unidades de información y atención al ciudadano, dotadas de personal que, además de estar cualificados técnicamente, sepan también relacionarse con los ciudadanos y, por tanto, que sepan empatizar con la personalidad de los individuos que se acercan a las oficinas públicas, a fin de orientarles personalizadamente de manera adecuada y facilitarles al máximo sus trámites administrativos. 

Por ello, ha sido interés del MAP, estimular los programas de modernización administrativa con los que aligerar trámites, eliminar los pasos a dar, reducir los documentos que se han de presentar, eliminar desplazamientos, sobre todo innecesarios, y procurar que, en el menor tiempo posible, y de modo ágil, se sustancie la demanda ciudadana. Ello será la esencia de los programas relacionados con la sencillez y la agilidad, y lógicamente también, de modo más concreto, con la simplificación de trámites, de documentos y de procedimientos. 

En gran medida, tales programas devienen de las previsiones contenidas en la Ley de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Ley 30/92 antes citada.

La "accesibilidad" es también fuente de satisfacción de la ciudadanía. El acceso del ciudadano a los servicios, además de que se verá reforzado cuando se hayan solventado las dificultades a las que antes aludíamos, cuando hayamos hecho sencillo el modo de tramitar y de comunicarnos con el ciudadano, también se verá acrecentado cuando hayamos físicamente mejorado los locales de las oficinas públicas, de sus instalaciones, cuando tengamos incorporado a nuestro modo de funcionamiento una mejor gestión del espacio donde la Administración, a través de sus funcionarios, se relaciona con la población a la que presta servicios, es decir con los clientes con los que cada día nos encontramos cara a cara. 

En esos espacios, debe darse la mejor interactividad en la comunicación personal, entre funcionarios y ciudadanos, pero también debe producirse, aunque no de manera visible, es decir en el back-office de las oficinas, la comunicación telefónica o telemática con los usuarios que así lo demanden. Por ello, la remodelación (o constitución, en su caso) de unidades o centros de información y atención administrativa, debe prever la mejor dotación en las nuevas tecnologías de la información, y los equipamientos previstos deben responder a diseños modulares, de modo que la atención de calidad se extienda por igual a todo el territorio del país donde la Administración proyecta sus competencias. 

La creación de las oficinas de información, equipadas modularmente, ha sido un elemento crucial de los programas de modernización administrativa de numerosas organizaciones públicas, en la Administración española, lo que ha dado lugar a:

· una información más integrada y de mayor calidad en las técnicas de atención al público,

· instalación de buzones de quejas y sugerencias,

· formulación de las primeras "ventanillas únicas”, para la agilización y unificación de trámites,

· nueva consideración especial del servicio telefónico, de los contestadores automáticos durante 24 horas, etc.

Desde el MAP, en concreto, los Programas que hemos venido impulsando, en cuanto a la mejora de la información y atención al ciudadano, en síntesis, han significado la implementación de: 

· una mejora sustancial del Centro de Información Administrativa (C.I.A.)
 del MAP, 

· Una mejor información interadministrativa institucional (coordinando una Comisión ad hoc para la mejora de la información al público)

· Modernos Teléfonos de información y contestadores en amplios horarios de atención

· Implantación de puntos de consulta informáticos, que experimentalmente se irán instalando progresivamente en las Delegaciones de Gobierno (distribuidas en todo el territorio español)

· Folletos de Información Administrativa (en una línea de marketing público)

· Gestor de "clientes" (también llamado de "colas" o de "esperas")

· Guías de procedimientos y servicios
· Cursos de Formación en técnicas modernas de atención al ciudadano y de producción de servicios.
Finalmente, en este apartado, hay que señalar que la satisfacción ciudadana, en todo caso, habrá que evaluarla, y habrá que hacerlo teniendo en cuenta la perspectiva de la ciudadanía, de los clientes singulares que se acercan a las oficinas públicas. Ello constituirá la esencia de los programas de gestión de calidad que veremos más adelante. 

3. Los Planes de simplificación administrativa. 

El MAP, desde su visión de órgano horizontal y con competencias de centro, es decir impulsor y estimulador de la implementación de programas de modernización en las diversas organizaciones que componen la Administración del Estado, promovió el diseño, creación y elaboración de programas de simplificación administrativa. 

La política de "simplificación administrativa" impulsada por el MAP, al igual que la que está impulsando el Gobierno en general, forma parte de una política más amplia dirigida a crear las condiciones que hagan posible un mayor crecimiento económico y, con él, una mayor creación de empleo, primer objetivo gubernamental y de la sociedad española. 

En ese contexto político, a la vez, hay que tener en cuenta que es evidente que la acción administrativa se legitima no sólo por su acomodo al ordenamiento jurídico sino, también, por su eficacia y efectividad en su objetivo final que no es otro que satisfacer las demandas y necesidades del ciudadano; éste es titular de unos derechos y paga sus impuestos por los que espera obtener unos servicios y prestaciones públicas de calidad. 

Por ello, simplificar y mejorar la gestión pública supone, por tanto, hacer más fácil y asequible la relación ciudadano-Administración, reduciendo las cargas que ésta pueda suponer para la sociedad. 

Justamente, el Gobierno, en el marco de la reforma legal de la Ley 30/92 que citábamos en apartados anteriores, asumió el compromiso, no sólo jurídico sino político, de realizar un proceso integral de simplificación administrativa, orientado, como dijimos antes, a facilitar las relaciones entre el ciudadano y la Administración General del Estado. La propia Ley establecía el mandato que vincula al Gobierno para simplificar los procedimientos administrativos, tendiendo al establecimiento de categorías generales, para lo que se disponía de dos años para adaptar las normas reguladoras de procedimientos al sentido del silencio positivo establecido en la citada Ley. 

Así pues, la “simplificación administrativa” forma parte de los planes que, al efecto, se promueven desde el MAP como estrategia para reducir las cargas que, de todo tipo, tiene la ciudadanía que soportar en sus relaciones con la Administración Pública. No debe olvidarse que el contexto de la simplificación, como es también evidente, es el avance espectacular de las nuevas tecnologías de la información, que facilitan a las organizaciones públicas el uso masivo de las mismas para el mejor servicio público, tanto en la gestión procedimental, como en los sistemas organizativos y gerenciales de todo tipo, así como en la atención e información al ciudadano. 

A tales fines, se creó, lo que en sí mismo constituye una auténtica innovación en el paisaje administrativo español, un órgano específicamente encargado de definir los objetivos y las acciones que en esta materia se debería llevar a cabo en el conjunto de la Administración General del Estado; tal órgano es la Comisión Interministerial de Simplificación Administrativa, en la que están presentes todos los Ministerios, y cuya presidencia corresponde al Ministro de Administraciones Públicas. La Comisión también podrá invitar a participar en sus reuniones a Comunidades Autónomas, a Entidades Locales o a expertos de reconocido prestigio.

El objetivo principal de esta Comisión, según se señala en el Real Decreto 670/1999, de 23 de abril, que la crea, fue el estudio y propuesta de las medidas, tanto de naturaleza normativa como de gestión, dirigidas a facilitar las relaciones de los ciudadanos con la Administración del Estado. El instrumento básico en que concreta esta política es precisamente el Plan General de Simplificación (PGS) que, con una vigencia igual a la de la Ley de Presupuestos Generales del Estado, recogerá el conjunto de acciones a desarrollar en cada Ministerio, y que deberán referirse a, entre otros, los siguientes campos:

· adaptación de las normas reguladoras de procedimientos al sentido del silencio de acuerdo a lo establecido en la reforma de la Ley de Régimen Jurídico;

· supresión o simplificación de procedimientos administrativos o su sustitución por instrumentos alternativos (aspecto importante en el marco de una política de liberalización, si se estima que el 33% de los procedimientos administrativos son autorizaciones); 

· mejora de formularios e impresos administrativos, así como cualesquiera otras acciones que tengan un efecto facilitador de la relación ciudadano/Administración del Estado. 

Las prioridades que se consideran que tienen los ciudadanos son asumidas como propias por la Administración, por lo que el Plan General de Simplificación (PGS) presenta, como áreas de acción prioritaria, las relativas al empleo, las prestaciones sociales y, en general, las que inciden en el fomento de la actividad económica. 

Con el PGS se pretende crear en el ámbito de la Administración del Estado una dinámica favorable al cambio y orientada a la idea de mejora continua en la prestación de los servicios que aquélla tiene encomendados. Por ello, en el Plan se contemplan las siguientes consideraciones: 

· el PGS integra todas aquellas acciones, de carácter horizontal y también sectorial, impulsadas desde distintos ámbitos en la Administración del Estado, sin perjuicio de que su desarrollo, seguimiento y evaluación se realice por órganos específicos;

· el PGS incluirá acciones cuya realización no exija la aprobación de una norma, lo que no implica que deban descartarse modificaciones de normas reguladoras de procedimientos; 

· el PGS tiene vocación de continuidad; es decir, al primer Plan le seguirá uno segundo, un tercero y así sucesivamente;

· la ejecución de la propuesta de acción corresponderá a cada Ministerio, que deberá establecer las medidas de tipo funcional interno que, en su caso, sean necesarias para llevarla a cabo; en ese mismo sentido, el apoyo presupuestario a la ejecución de las propuestas de acción se basará en el correspondiente presupuesto de gastos de cada ministerio; 

· el MAP, como departamento competente en materia de procedimiento y organización administrativa, desarrollará una labor de apoyo técnico y administrativo a la Comisión Interministerial de Simplificación Administrativa, así como de asesoramiento a los diversos Ministerios cuando así le sea solicitada. 

Con esos mimbres, se elaboró el 1º Plan General de Simplificación Administrativa (1999/2000), que ha contenido 206 acciones propuestas por los diversos Ministerios y supervisadas y aprobadas por la citada Comisión Interministerial. Lo objetivos generales del 1er. Plan fueron:

I. Instaurar el silencio positivo en los procedimientos, para adaptar las innovaciones de la Ley 4/1999 que modificó la Ley 30/92 de Régimen Jurídico anteriormente citada; los criterios de desarrollo a aplicar serían:

· "introducir el silencio positivo", para lo que se seleccionaron determinados supuestos en que se estimaba preciso establecer el silencio negativo, lo que concluyó con la preparación y posterior aprobación de la vigente "Disposición adicional vigésimo novena de la Ley 14/2000, de medias fiscales, administrativas y del orden social, en la que se fijan 181 procedimientos con silencio negativo y 9 con plazo superior a 6 meses;

· "refundición normativa en procedimientos generales y en procedimientos sectoriales", lo que debería traer consigo una reducción del número de normas reguladoras, así como de su dispersión y difícil conocimiento. 

II. Facilitar a los ciudadanos el ejercicio de sus derechos con plenas garantías, así como la prestación de servicios eficientes y de calidad. Acercamiento de la Administración al ciudadano; para ello se establecieron los siguientes criterios:

· reducción de los documentos requeridos a los ciudadanos;

· simplificación de formularios, impresos y solicitudes, así como supresión y racionalización de documentos administrativos; en este criterio se recogen acciones para garantizar la disponibilidad de formularios mediante la posibilidad de obtención electrónica;

· eliminación de procedimientos innecesarios, revisándose los procedimientos de autorización;

· mejora de la información al ciudadano sobre el estado de tramitación de los expedientes;

· reducción de los plazos de tramitación y resolución, incluyéndose compromisos de reducción de plazos sobre los ya establecidos con anterioridad; 

· implantación de la evaluación de costes e impacto en la producción de nuevas normas. 

III. Adecuar la actividad administrativa a la "sociedad del conocimiento", así como incorporar las tecnologías de la información y la comunicación. Aunque no me extenderé mucho en los objetivos de este apartado, al ser objeto de otra ponencia de este Panel, sí quisiera citar brevísimamente algunos de los criterios que se tuvieron en cuenta para el cumplimiento de estos objetivos, tales como:

· la informatización e interconexión de oficinas de registro e información;

· la tele-tramitación de procedimientos, fomentándose la relación ciudadano/Administración a través de medios telemáticos; 

· el establecimiento del correo electrónico en las comunicaciones intra-administrativas; 

· la oficina sin papeles, es decir la gestión y el archivo informático de los procedimientos.

A modo de valoración del 1er. Plan General de Simplificación, podríamos señalar que algunas acciones puestas en marcha han sido importantes, cualitativa y cuantitativamente, como las relativas a la reducción de los muchos documentos que el ciudadano se ve obligado a entregar a la Administración para realizar cualquier gestión o solicitar algún servicio.

Así, a título de ejemplo, se ha avanzado en medidas para que ciudadanos y empresas no deban entregar sus declaraciones tributarias o sus certificaciones laborales cada vez que solicitan una beca o cualquier otra subvención o ayuda. Asimismo se ha conseguido simplificar muchos de los a menudo complicados impresos que es preciso rellenar para iniciar gestiones administrativas y en mejorar sustancialmente la información y la orientación a los ciudadanos. 

El Plan, por otra parte, ha conseguido la adopción de acciones que incorporen plenamente a la Administración a la actual sociedad de la información, a través de medidas como la implantación de oficinas sin papel, la tele-tramitación y la generalización del uso del correo electrónico. 

El Primer Plan General de Simplificación pretende huir de formulaciones grandilocuentes y abstractas para centrarse en la consecución de mejoras concretas y fácilmente perceptibles por el ciudadano. Las 206 acciones que lo integran tienen, por tanto, un carácter eminentemente práctico y concreto, con la intención explícita de simplificar verdadera y eficazmente los procedimientos sobre los que inciden. Como muestras de ese espíritu, a continuación se enumeran algunos ejemplos significativos de las transformaciones a que dará lugar el Plan:

· El Ministerio de Hacienda implanta importantes medidas de simplificación en el procedimiento de declaración de transmisiones de dominio de inmuebles urbanos, que es un procedimiento administrativo que afecta cada año a una media de 800.000 ciudadanos; ello supone la no necesidad de utilizar determinados impresos de declaración y autoliquidación de la tasa de inscripción catastral. 

· El Ministerio de Educación, Cultura y Deportes incorpora acciones simplificadoras del procedimiento de concesión de becas y ayudas al estudio, que afecta cada año a una media de 1.000.000 de ciudadanos; ello supone la reducción de la extensión y complejidad de los formularios actuales, facilitando la obtención por medios telemáticos, suprimir la obligación de algunos documentos como la tarjeta de selectividad o la póliza de seguro agrario, la contestación por vía telemática a los órganos de selección de becarios, o la contestación por correo electrónico a las peticiones de los interesados.

· El Instituto Nacional de Seguridad Social, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, pretende mejorar su gestión y atención al ciudadano, mediante tres grandes medidas: una, implantando un servicio de atención telefónica a ciudadanos próximos a la jubilación, para facilitar el cálculo anticipado y aproximado de su pensión, lo que puede alcanzar una cifra de 200.000 personas/año; dos, poniendo en marcha un servicio de cita previa en horario de tarde (que no es habitual en la Administración española) en aquellos centros de gran afluencia de público en horario de mañana, lo que puede suponer un alto porcentaje de ciudadanos de entre los 8 y 10 millones que visitan anualmente las oficinas del Instituto, y tres, el Instituto además pone a disposición de todos los ciudadanos que deseen solicitar o hayan solicitado cualquier prestación social los impresos de solicitud de prestaciones económicas y hará factible conocer el estado de situación del trámite de sus expedientes a través de la red de Internet. 

Estos han sido algunos ejemplos representativos de actuaciones en desarrollo, aunque puedo adelantarles que ya tenemos hecho un balance exhaustivo de muchas otras actuaciones ya operativas en otros ejemplos de lo realizado por el conjunto de la Administración del Estado. 

Finalizada la ejecución del I Plan General de Simplificación Administrativa, y aprobada por la Comisión Interministerial la evaluación de sus resultados, estamos actualmente en fase de aprobación del II Plan General, para lo que se recabó a los diversos Ministerios que formulasen sus propuesta de las acciones de ejecución correspondientes, que se incluirán en la aprobación del II Plan que tendrá como vigencia el periodo Noviembre-2001 a Diciembre-2002. 

Profundizando en las mismas áreas de acción prioritaria del I Plan, es decir las relativas al empleo, las prestaciones sociales y las que inciden en el fomento de la actividad económica, se considera que debe seguirse articulando acciones que incidan significativamente en la reducción de trabas y barreras burocráticas. Asimismo, como otro elemento fundamental para la concreción de los objetivos de simplificación, deben prestarse especial atención a los requerimientos y demandas sociales tanto sobre las disfunciones provocadas por la actividad administrativa como a los instrumentos y medios que posibiliten una mejora efectiva de su funcionamiento. 

Concretamente, los objetivos y criterios que han enmarcado las propuestas de acción de los diversos Ministerios han sido, sintéticamente, los siguientes:

I. Reducción y simplificación de documentos.

· Criterio 1: supresión del requerimiento de certificaciones tributarias y de seguridad social en ayudas, becas y subvenciones

· Criterio 2: sustitución de aportación de documentos en solicitudes de autorización por declaración del solicitante

II. Utilización intensiva de las nuevas tecnologías.

· Criterio 1: disponibilidad de impresos en soporte electrónico a través de redes de comunicación con el ciudadano, en oficinas públicas o en su domicilio por internet

· Criterio 2: gestión electrónica de procedimientos

III. Participación de la sociedad civil en la toma de decisiones públicas

· Criterio 1: establecimiento de cuestionarios de evaluación de necesidad y análisis coste/beneficio en los procesos de elaboración de normas, participación de sectores sociales y/o económicos afectados

· Criterio 2: establecimiento de cuestionario de satisfacción en procesos y servicios públicos.

4. La "ventanilla única de interconexión de registros" entre instituciones públicas. 

El proyecto "ventanilla única" pretende hacer realidad el objetivo de conseguir que la Administración se acerque al ciudadano, facilitando sus relaciones con aquella. Por ello, desarrollando lo dispuesto en el artículo 38.4 b) de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, mencionada repetidamente con anterioridad, desde el mes de febrero de 1996, el MAP, en representación de la Administración General del Estado, comenzó a formalizar numerosos Convenios con Entidades Locales (los Ayuntamientos españoles), siguiendo el modelo aprobado por el Acuerdo de 23 de febrero de 1996 del Consejo de Ministros (BOE de 13 de marzo). 

El 4 de abril de 1997, el Consejo de Ministros adoptó un nuevo acuerdo -para la progresiva implantación de un sistema intercomunicado de registros - que implica la apertura de una segunda fase del proyecto "ventanilla única" caracterizada por la participación coordinada en el proyecto de los tres niveles de Administración Pública que coexisten en nuestro país -la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales. 

El objeto de los Convenios que promueve el MAP es permitir la presentación en los registros de la Entidad Local de todas aquellas solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado (a la totalidad de órganos administrativos que la integran) y a las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquella (organismos autónomos, agencias, entes públicos,..). Con ello se pretende, aprovechando el instrumento proporcionado por el artículo 38.4 b) de la citada Ley 30/1992, que los ciudadanos vecinos de Entidades Locales puedan -sin necesidad de desplazarse- relacionarse con el conjunto de la Administración del Estado a través de dichas Entidades. 

Los registros de las Administraciones Públicas constituyen las verdaderas "puertas de entrada" de los ciudadanos a la Administración, en cuanto lugares en los que los ciudadanos presentan sus solicitudes, escritos o comunicaciones de cualquier tipo. A estos efectos, la Ley 30/1992 que modificó la situación anterior, se ha convertido en el fundamento del proyecto "ventanilla única". 

En el sistema anterior contemplado en la vieja Ley de Procedimiento Administrativo de 1958. el ciudadano únicamente podía presentar sus solicitudes, escritos y comunicaciones en los registros de los órganos administrativos a los que dichas solicitudes, escritos o comunicaciones iban dirigidos, y sólo si las solicitudes, escritos y comunicaciones estaban dirigidas a la Administración del Estado, también podían presentarlos en los registros de las Delegaciones del Gobierno que se reparten por todo el territorio español (antes llamados los Gobiernos Civiles, hasta la LOFAGE de 1997).

En este aspecto, la característica principal de la regulación de la Ley 30/1992 fue la ampliación de lugares donde el ciudadano puede presentar los documentos que dirige a cualquier Administración, facilitando así las relaciones con éstas. Así, se permite que el ciudadano presente solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a cualquier Administración Pública en: 

· Los registros de cualquier órgano de la AGE 

· Los registros de cualquier órgano de cualquier Comunidad Autónoma.

· Si previamente se ha formalizado Convenio, en los registros de una Entidad Local (es decir, se pueden presentar en la Entidad Local que ha formalizado el Convenio los documentos dirigidos a la Administración con la que aquella ha firmado el Convenio).

Esta última vía, precisamente, es la que desarrolla el MAP como proyecto de "ventanilla única". Las finalidades de los Convenios de "ventanilla única" que promueve el MAP son: 

· Posibilitar el acceso de los habitantes de los pequeños municipios a un sistema registral intercomunicado que les evite desplazamientos o inconvenientes para relacionarse con las grandes Administraciones territoriales -del Estado y de las Comunidades Autónomas (piénsese que los municipios con población inferior a 6.000 habitantes ni siquiera tienen oficinas de correos donde puedan presentar documentos por correo certificado).

· Establecer el Convenio interadministrativo como vía para el logro del objetivo anterior, evitando con ello la imposición automática de la obligación de recibir y cursar cualquier documento dirigido a otra Administración a municipios u otras entidades locales que, o bien cuentan con medios escasos que limitan su capacidad de gestión, o bien no tienen interés (a estos efectos, la mayor demanda proviene de pequeños municipios donde no existen dependencias estatales o autonómicas).

El Acuerdo del Consejo de Ministros de 1997, así como los correspondientes Convenios, responden a tres principios inspiradores que, plasmados en la Ley citada, persiguen la máxima eficacia y transparencia en la actuación administrativa: 

· El reconocimiento de los derechos de los ciudadanos, facilitando sus relaciones con las diferentes Administraciones Públicas. 

· La cooperación y coordinación entre las distintas Administraciones territoriales, permitiendo una mayor fluidez y acercamiento de los ciudadanos a las Administraciones Públicas en su conjunto y a cada una de ellas. 

· El impulso a la utilización en la actuación de las Administraciones Públicas, sus relaciones, y las relaciones de las mismas con los ciudadanos de las tecnologías de la información. 

El proyecto "ventanilla única" presenta una enorme gama de demandas y perspectivas de futuro que pueden sistematizarse en las siguientes:

· Colaboración con la Federación Española de Municipios, FEMP, a los efectos de coordinar y organizar la numerosa demanda actual, caracterizada por su dispersión. 

· Colaboración con Comunidades Autónomas, en Convenios tripartitos (Administración del Estado, de Comunidades, y de Entidades Locales), a fin de que se pueda llegar a formalizar Convenios trilaterales que conviertan a las Entidades Locales en virtuales "ventanillas únicas" de las tres Administraciones. En dichos Convenios se podrían además sentar las bases para la constitución de un sistema de interconexión informática de los registros implicados.

· Informatización e interconexión de registros. Con el triple nivel de coordinación en la instalación en soporte informático de los registros, estudio de mecanismos de interconexión y transmisión telemática de documentos e intercambio de bases de datos de información. 

La "ventanilla única" se enmarca, a su vez, en lo que vino a denominarse la "Acción Pista".  El Acuerdo de Consejo de Ministros de 4 de abril de 1997 (BOE de 14 de abril), para la progresiva implantación de un sistema intercomunicado de registros entre las diversas Administraciones Públicas, abogaba, como señalamos anteriormente, por la conversión de los registros de las Administraciones Públicas en auténticas "ventanillas únicas" de acceso al conjunto de prestaciones y servicios públicos, independientemente de cual sea en cada caso la Administración competente.

Tal mandato implicaba, desde el punto de vista técnico, la puesta en marcha de un importante proyecto cuyas funcionalidades clave se resumen en los siguientes apartados:

a) Interconexión y transmisión de asientos registrales y, en su caso, de documentos completos entre las distintas Unidades registrales de las Administraciones Públicas que hayan firmado o se hayan adherido a los Convenios marco de colaboración. 

b) Acceso desde cualquier punto remoto a las bases de datos públicas y a cualquier otra información de interés para los ciudadanos que proceda de cualquiera de las Administraciones públicas.

c) Posibilidad de realización de trámites administrativos (simples, complejos y de tramitación compartida) desde el lugar de trabajo del ciudadano o incluso desde su hogar. 

El proyecto puede llegar a afectar a las más de 13.000 unidades registrales con las que cuentan la Administración General del Estado, las Administraciones Autonómicas y las Administraciones Locales. La ambición del proyecto Ventanilla Única hace que deba acometido con plazos realistas, considerando como hito más cercano la informatización e intercomunicación de asientos registrales hasta llegar, como horizonte final, a la tramitación desde el hogar del ciudadano.

Precisamente por y para ello, el día 8 de noviembre de 1997 se publicó en el BOE la Resolución de la Secretaría General de Comunicaciones del Ministerio de Fomento que anunciaba, por el procedimiento abierto de concurso, la consultoría y asistencia para la puesta en marcha del proyecto piloto "Ventanilla Única" de la Acción PISTA (PISTA significa "Promoción e Identificación de Servicios Emergentes de Telecomunicaciones Avanzadas") en el sector de las Administraciones Públicas.

La acción PISTA supondrá avanzar en los efectos positivos de la interconexión de los registros entre las Administraciones Públicas, y hará posible próximamente en la realidad los actuales proyectos que están desarrollándose hoy y que citamos a continuación: 

· la implantación de servicios de Información Administrativa y Tramitación Electrónica; 

· la elaboración de una guía integrada de prestaciones y servicios administrativos que facilite la obtención de los modelos de documentos existentes para la tramitación de procedimientos (en gran parte ya está implementada dicha guía por el MAP);

· la iniciación de procedimientos mediante el envío de formularios electrónicos normalizados (en parte, ya existe esa posibilidad con algunas instituciones públicas, como el caso de la Agencia Tributaria o de la Tesorería General de Seguridad Social para el pago de las cotizaciones empresariales a la seguridad social); 

· la tramitación electrónica de procedimientos permitiendo la comunicación entre las Administraciones intervinientes y los ciudadanos. 

El Instituto Nacional de Administración Pública, incluye formación sobre Ventanilla Única en sus Programas de Cursos de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones para el año 2001.

A título de ejemplo, y para que se observe la sencillez del modo de suscripción de los Convenios interadministrativos citados, reproducimos el texto de un Convenio muy reciente, cogido al azar en Internet para esta ponencia, de una singular Administración Pública, en este caso de la Comunidad Autónoma de Madrid:

"Resolución de 20 de julio de 2001, de la Viceconsejería de Presidencia, por la que se da publicidad de las Entidades Locales que se han adherido al Convenio Marco suscrito entre la Administración General del Estado y la Comunidad de Madrid para la colaboración en la progresiva implantación de un sistema intercomunicado de registros, Ventanilla Única".

Las Entidades Locales adheridas son: Belmonte de Tajo, Berzosa del Lozoya, Brea de Tajo, Braojos, Bustarviejo, Corpa, Horcajo de la Sierra, Horcajuelo de la Sierra, El Molar, Montejo de la Sierra, Puebla de la Sierra, Puentes Viejas, Rascafría, Los Santos de la Humosa, Torremocha de Jarama, Villar del Olmo y Villavieja del Lozoya.

En consecuencia, a partir del día siguiente a la publicación de este anuncio, los ciudadanos podrán presentar solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración de la Comunidad de Madrid, a la Administración General del Estado y a los organismos y entidades vinculados o dependientes de ambas Administraciones, en los Registros de las citadas Entidades Locales". 
Hoy podemos decir que son ya más de 1.000 Entidades Locales, repartidas por todo el territorio nacional, las que han suscrito los Convenios de colaboración y cuyos vecinos pueden, por tanto, beneficiarse de la cercanía de todas las Administraciones a través de la Administración más próxima a ellos. 

5. La "ventanilla única empresarial"

La puesta en marcha de una empresa, en nuestro país, es una competencia compartida que corresponde a diversos Ministerios y a las distintas Administraciones Públicas: el Ministerio de Hacienda, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales a través de la Tesorería General de la Seguridad Social, la Comunidad Autónoma y el Ayuntamiento o Entidad Local donde reside la persona que aspira a crear una empresa. En ese marco inicial, los objetivos fundamentales de la implementación de lo que hemos denominado la "ventanilla única empresarial" fueron los de: 

· Facilitar la tramitación, acercando la Administración al ciudadano. Se pretende para ello que, en un solo espacio físico, sea posible realizar los trámites necesarios para Informar y orientar al emprendedor: El emprendedor recibe un asesoramiento integral en los diversos aspectos que comporta la creación de una empresa: sobre los trámites necesarios para la constitución de empresas, sobre las posibles formas jurídicas, los medios de financiación, las ayudas y subvenciones públicas para la creación de empresas y el autoempleo.

La "ventanilla única empresarial" (VUE) se fundamenta en estos Protocolos básicos:

· El Protocolo de Colaboración para el desarrollo del proyecto “Ventanilla Única Empresarial”, firmado el 26 de abril de 1999 por los Ministros de Economía y Hacienda, de Trabajo y Asuntos Sociales y de Administraciones Públicas y por el Presidente del Consejo Superior de Cámaras de Comercio, Industria y Navegación. Este protocolo fundado a su vez en los siguientes instrumentos:

· El Proyecto “Ventanilla Única” del Ministerio de Administraciones Públicas, que pretende hacer realidad el propósito de una Administración Pública al servicio objetivo del ciudadano, mediante la creación de un sistema interconectado de registros. 

· El Plan de Acción para el Empleo del Reino de España, que se refiere a la reducción de las cargas burocráticas en la creación de empresas y apoya un sistema interconectado de registros o “ventanilla única” a fin de mejorar el asesoramiento y tratamiento de las PYME. 

· El Real Decreto 670/1999 (BOE de 7 mayo) por el que se crea la Comisión Interministerial de Simplificación Administrativa, cuya prioridad se sitúa en “aquéllas parcelas de la actividad administrativa orientadas a la creación de empleo y, en general, a todas aquéllas áreas que redunden en un impulso de la actividad económica”. 

· El Plan de Agilización y Simplificación Normativa para la Competitividad de las PYME, de 29 de julio de 1999, llamado a ser el vehículo de una reforma estructural imprescindible: la simplificación administrativa del entorno empresarial. 

· El Protocolo de Colaboración para la Mejora de las "Ventanillas Únicas Empresariales", firmado el 10 de noviembre de 1999, por los Ministros de Justicia y Administraciones Públicas y por los Presidentes del Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España, del Consejo General del Notariado y del Consejo Superior de Cámaras de Comercio. Este Protocolo supone la incorporación de los Notarios y Registradores a las Ventanillas, a fin de mejorar en las mismas las gestiones y trámites registrales y notariales.

Reproducimos los 10 Convenios Específicos que ya se han firmado para la puesta en marcha de cada una de las Ventanillas Únicas Empresariales (VUE) que hasta la fecha se han implementado:

· Convenio de 25 de mayo de 1999, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Valladolid. 

· Convenio de 4 de noviembre de 1999, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Palma de Mallorca. 

· Convenio de 21 de diciembre de 1999, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Santa Cruz de Tenerife. 

· Convenio de 21 de diciembre de 1999, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Las Palmas de Gran Canaria. 

· Convenio de 16 de febrero de 2000, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Madrid. 

· Convenio de 16 de febrero de 2000, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Getafe. 

· Convenio de 25 de septiembre de 2000, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Burgos. 

· Convenio de 5 de octubre de 2000, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Murcia. 

· Convenio de 31 de octubre de 2000, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Oviedo. 

· Convenio de 17 de julio de 2001, por el que se pone en marcha la Ventanilla Única Empresarial de Zamora.

¿Cómo se concibe la organización de la "ventanilla única empresarial"?. Físicamente, en los espacios creados, existen tres áreas sucesivas de atención al emprendedor: una de Información y direccionamiento, otra de Asesoramiento, y una última de Tramitación, donde se satisfacen las demandas de información y de tramitación. Técnicos expertos en cada materia se encargan de asegurar la agilidad en la realización de los trámites y un servicio de asesoramiento personalizado.

El esquema de funcionamiento de las VUE sería el siguiente: 

· Área de Información y direccionamiento): el funcionario responsable de la misma se encarga de dirigir al emprendedor al área de atención adecuada, en función de sus necesidades y de atender las peticiones de información básica sobre creación de empresas. Es el primer filtro de las visitas a la Oficina. 

· Área de Asesoramiento): los Orientadores informan al emprendedor, en atención al grado de maduración o definición de los proyectos aportados, sobre las formas jurídicas adecuadas, los medios de financiación privada, las ayudas y subvenciones públicas. En caso de que el emprendedor desee formalizar su proyecto en la Ventanilla Única Empresarial, el Orientador abre un expediente de tramitación, procediendo a la toma de datos del proyecto y del emprendedor.

· Área de Tramitación): un funcionario de cabecera coordina la realización de los trámites correspondientes, en estrecha colaboración con los funcionarios de las diversas Administraciones intervinientes, Agencia Tributaria, de la Tesorería de Seguridad Social, de la Comunidad Autónoma y del Ayuntamiento, que están presentes en la Ventanilla Única Empresarial.

Desde el pasado junio de 1999 hasta la actualidad, las VUE han facilitado la creación de más de 4.000 empresas (3.081 empresas definitivamente creadas y 1.117 en fase de tramitación) y ha atendido a más de 17.300 personas interesadas en la puesta en marcha de una nueva actividad empresarial. Un 40% de las consultas formuladas finalizan en una creación de empresas tramitada en las VUE. 

A fin de facilitar la lectura de la ponencia y para ampliar la información aquí contenida, a continuación reproduzco algunas direcciones electrónicas de interés para los lectores interesados: 

· Se podrán obtener las cifras consolidadas de creación de empresas en las Ventanillas Únicas Empresariales en funcionamiento en:

http://www.ventanillaempresarial.org/ventanillaempresarial/images/1consoli.gif
· La creación de empresas en la Ventanilla Única Empresarial atendiendo a su forma jurídica se observará con detalle en:

http://www.ventanillaempresarial.org/ventanillaempresarial/images/2forjur.gif
· La creación de empresas en la Ventanilla Única Empresarial atendiendo a su sector de actividad se observará en:

http://www.ventanillaempresarial.org/ventanillaempresarial/images/3sector.gif
· Los porcentajes comparados de creación de empresas según su forma jurídica en las Ventanillas Únicas Empresariales en funcionamiento podrán observarse en:

http://www.ventanillaempresarial.org/ventanillaempresarial/images/4fjurpct.gif
· Los porcentajes comparados de creación de empresas según su sector de actividad en las Ventanillas Únicas Empresariales en funcionamiento podrán observarse en:

http://www.ventanillaempresarial.org/ventanillaempresarial/images/5actipct.gif
6. El Plan de Calidad de la Administración del Estado. 

La evolución de la sociedad y la transformación del contexto en que se desenvuelven las organizaciones que prestan servicios exigen una renovación de la Administración. Precisamente, la prestación de servicios viene constituyendo un elemento central de las reformas en la mayor parte de los países desarrollados. Como señalamos al comienzo de esta ponencia, se trata de poner la “Administración al servicio del público”, como ya se recomendaba por la OCDE en 1987, puesto que el ciudadano espera de la Administración Pública que el sistema administrativo sea comprensible, que responda a sus necesidades, que su relación con la Administración sea en condiciones accesibles y que pueda participar más activamente en la gestión administrativa. 

Por ello, en el ámbito de la Unión Europea y de la OCDE, las Administraciones nacionales vienen incluyendo en sus procesos de reforma la “gestión de calidad” como una opción para avanzar en la mejora de la gestión pública y satisfacer las demandas ciudadanas. Por lo que conocemos, no sólo en las Administraciones de los países citados se incluyen en sus agendas la gestión de calidad, sino que, crecientemente, observamos como también en muchos países de América Latina la "calidad" está adquiriendo naturaleza propia para ser incluida como uno de los elementos reformadores de la Administración iberoamericana más novedosos que es incorporado a sus proyectos de modernización por numerosos gobiernos y administraciones públicas. 

Como ya señalábamos al comienzo de esta ponencia, la "mejora continua" podría ser una acepción de los programas de modernización consistente en someter a los administradores a procesos de autocuestionamiento de su gestión, para que ellos mismos encuentren los mejores caminos para promover reformas que mejoren su propia gestión.

Pues bien, la mejora continua, como concepto más ortodoxo en términos gerenciales, sería el proceso a través del cual la calidad actual de un producto o servicio alcanzaría cotas superiores con el horizonte de la consecución de la calidad total. Para medir la calidad actual de un servicio hay que proceder a una evaluación de la misma, y, de forma generalizada, la mejor evaluación es la "autoevaluación", a través de la que involucrar colectivamente a los sujetos protagonistas de la gestión desarrollada. 

Como es conocido, la “gestión de calidad” está orientada a los usuarios, a la obtención de resultados acordes con lo que éstos esperan, y se basa en la mejora continua de la prestación del servicio, a partir del análisis del cumplimiento de objetivos y la evaluación de los resultados obtenidos y de la satisfacción de los propios usuarios.

Como dijimos anteriormente, en nuestra Ley 6/1997, de 14 de abril, Ley de organización y funcionamiento de la Administración General del Estado (conocida por su acrónimo de LOFAGE)
, se orienta la gestión de los servicios al ciudadano, a través de los principios de organización y funcionamiento de:

· "simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos" y 
· "el servicio efectivo a los ciudadanos" 
Se afirma en ese sentido que:

· "el servicio a los ciudadanos es el principio básico que justifica la existencia de la Administración y debe presidir su entera actividad" 

y también que

· "los ciudadanos tienen el legítimo derecho a saber cuáles son las competencias de cada Administración y a recibir servicios públicos de calidad" 

La LOFAGE dedica un apartado especial al “principio de servicio a los ciudadanos”, estableciéndose que la actuación de la Administración General del Estado (AGE) debe asegurar a los ciudadanos:

· una continua mejora de los procedimientos, servicios y prestaciones públicas de acuerdo con las políticas fijadas por el Gobierno y teniendo en cuenta los recursos disponibles,
· determinando al respecto las prestaciones que proporcionan los servicios estatales, sus contenidos y los correspondientes estándares de calidad.

El MAP (Ministerio de Administraciones Públicas), siguiendo las recomendaciones de la OCDE, viene promoviendo la implantación de programas de “gestión y evaluación de la calidad de los servicios”, y, en ese ámbito, viene participando activamente en organizaciones nacionales y organismos internacionales, relacionados con la gestión pública y con la "calidad"

El MAP, dentro de sus actuaciones encaminadas a promover la mejora continua de los servicios públicos, y con el fin de desarrollar los contenidos de la LOFAGE, formuló su Plan de Calidad para desarrollar en el conjunto de la AGE. 

El Plan de Calidad viene desarrollándose a través de una serie de actuaciones que se traducen en el siguiente Programa de Trabajo:

A) Programa de quejas y sugerencias

Por Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulaban los servicios de información administrativa y atención al ciudadano, las Subsecretarías de los diversos Ministerios remiten anualmente a la Secretaría de Estado para la Administración Pública un informe sobre las quejas y sugerencias presentadas, así como sobre las respuestas y medidas adoptadas en su caso. 

El "Programa de Quejas y Sugerencias" se implantó en el bienio 1996-97, y desde entonces en la Secretaría de Estado se vienen recibiendo informes de cada Ministerio sobre las quejas y sugerencias presentadas, cuyos datos más relevantes se integran desde el MAP en una evaluación anual y global sobre la calidad de los servicios, extremo que ha sido previsto en el Real Decreto 1259/99 que citaremos más adelante. 

B) Programa de "autoevaluación" de las unidades administrativas

La “gestión de la calidad” constituye una nueva orientación en el funcionamiento de las organizaciones, con la que impulsar su mejora y consolidar su progreso. 

La Fundación Europea para la Gestión de Calidad, la EFQM, (European Foundation for Quality Management ) ha venido definiendo, desde los años 90, un modelo que, adaptado en varias ocasiones:

· integra y hace operativos los componentes esenciales de la gestión de calidad

· permite disponer de una herramienta para la mejora continua que, convenientemente adaptada, puede ser utilizada y aprovechada por cualquier tipo de organización.

La “EFQM” es una Fundación creada en 1988 por 14 organizaciones con objeto de impulsar la mejora de la calidad en las empresas europeas. En 1992 se dio a conocer el Modelo Europeo de Gestión de Calidad, conocido internacionalmente como el “Modelo EFQM de autoevaluación”, promoviéndose su utilización mediante la creación del “Premio Europeo a la Calidad” a través de sucesivas convocatorias anuales.

Pues bien, el Plan de Calidad del MAP preveía la elaboración de un proyecto de Real Decreto que se inspirara en el principio de mejora continua de los servicios públicos en función de las demandas ciudadanas. Y, en consonancia con los previsto en dicho Plan, en efecto, el Consejo de Ministros aprobó un Real Decreto
 en el que se establecen los mecanismos precisos para realizar la evaluación de la calidad, a través de lo que se denomina la "autoevaluación" y la "evaluación externa", promoviéndose asimismo el Modelo Europeo de Excelencia (EFQM)
, o de gestión y evaluación de la calidad, que ha sido adaptado
 a la realidad de las unidades administrativas españolas por expertos del propio MAP, adscritos a la INSCAL. 

El Modelo EFQM (European Foundation Quality Management) de excelencia empresarial, está difundido en España por el "Club de Gestión de Calidad", que es una organización privada formada por empresas españolas (y, posteriormente, se incorporaron numerosas organizaciones públicas) que desean contribuir a aumentar el nivel de competitividad de las organizaciones españolas, promoviendo la implantación de sistemas de gestión de calidad total, y que también fomentan intercambios de experiencia. 

El “modelo europeo” adaptado es un instrumento de “autoevaluación” que asume una visión global de la gestión, diagnosticando las distintas dimensiones de las Unidades Administrativas, a fin de detectar los puntos fuertes y las “áreas de mejora” en cualquiera de los niveles organizativos. La “autoevaluación” es el elemento esencial de la mejora continua.

La “autoevaluación” de la calidad, es decir del funcionamiento de las Unidades, de su gestión y de sus resultados, a través de un modelo homologado a nivel europeo, permitirá a los Gestores públicos: 

· disponer de criterios para la colaboración entre unidades, para la comparación y para el intercambio de experiencias, con las que promover el aprendizaje mutuo entre las organizaciones y enriquecer el propio funcionamiento y mejorar la calidad de los servicios ofrecidos a la sociedad.

La "autoevaluación" con el Modelo Europeo EFQM, constituye para el MAP "una importante contribución a la mejora de la prestación de los servicios. Se sitúa a los ciudadanos y usuarios en un lugar central, se introduce la preocupación por la obtención de resultados, se motiva a los funcionarios y empleados públicos a comprometerse para construir una nueva Administración donde son protagonistas activos, y en definitiva se sientan las bases de una de las acciones con más capacidad de cambio en este proceso: el que las unidades administrativas se den cuenta de que tienen que mejorar para que una Administración más sencilla contribuya al progreso personal y social de los ciudadanos" (Guía para la autoevaluación, antes citada).

El modelo EFQM "que reconoce que la excelencia en todo lo referente a resultados y rendimiento de una organización se puede lograr de manera sostenida mediante distintos enfoques, se fundamenta en que: los resultados excelentes con respecto al Rendimiento de la organización, a los Clientes, las Personas y la Sociedad se logran mediante un Liderazgo que dirija e impulse la Política y Estrategia, las Personas de la organización, las Alianzas y Recursos, y los Procesos"
.

En esa definición se contemplan los "9 criterios" a evaluar (Rendimiento, Clientes, Personas, etcétera) dentro del Modelo Europeo de Gestión de Calidad, modelo que, una vez adaptado a las realidades administrativas, puede ser utilizado por la Administración Pública española. El Modelo adaptado de autoevaluación, en síntesis, permite, a través de lo que se denomina el "cuadro REDER"
, como instrumento de medición y puntuación, evaluar los diversos criterios y subcriterios de una organización hacia la "excelencia", lo cual "permitirá a las unidades administrativas que lo implanten conocer cuál es su situación y aprender de sus puntos fuertes y de sus áreas de mejora. La autoevaluación se convierte así en el elemento esencial de la mejora, ya que los resultados de la autoevaluación dan lugar necesariamente a la puesta en marcha de un plan de mejora"
.
C) Programa de "Cartas de Servicios"

El artículo 4.1 de la LOFAGE, que regula el “principio de servicio a los ciudadanos”, dispone que, según señalamos con anterioridad, para la mejora de los servicios que presta la Administración General del Estado se determinarán “las prestaciones que proporcionan los servicios estatales, sus contenidos y los correspondientes estándares de calidad”.

Así se hizo posible en el Real Decreto 1259/1999, de 16 de julio, antes citado, donde se regulan las cartas de servicios y los premios a la calidad en la Administración General del Estado. 

Las "Cartas de Servicios" son documentos escritos que constituyen un instrumento a través del cual los órganos de la Administración General del Estado, sus Organismos Públicos y las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social informan a los ciudadanos sobre los servicios que tienen encomendados y acerca de los compromisos de calidad en su prestación, así como de los derechos de los ciudadanos y usuarios en relación con estos servicios. Con las “Cartas de Servicios”, entre otros objetivos, se profundiza en la transparencia, la información, la participación y consulta a los usuarios y la responsabilización de los gestores públicos. 

El objetivo de las “Cartas de Servicios” es traducir las expectativas ciudadanas en mejoras de los servicios de la AGE, a través del suministro de información cabal sobre la naturaleza, contenido, características y formas de los servicios, sobre sus estándares o niveles de prestación y sobre los sistemas de participación, seguimiento y actualización de los compromisos contraídos por la Administración.

Las “Cartas de Servicios” hacen posible que la organización administrativa se adapte a las necesidades de los ciudadanos, y que los ciudadanos estén en condiciones de conocer por anticipado qué clase de servicio puede esperar y demandar, y cuáles son los compromisos adquiridos sobre la calidad del servicio a prestar.

La Disposición final segunda del Real Decreto citado 1259/99 establecía que, en el plazo de un mes desde su entrada en vigor, los Subsecretario de cada Ministerio determinarían el o los órganos u organismos que, en función de la relevancia de sus servicios, habrían de elaborar prioritariamente sus respectivas "Cartas de Servicios". Tales Cartas deberían ser aprobadas y publicadas en el plazo de los seis meses siguientes. 

En Septiembre de 1999 se habían designado expresamente 16 órganos y organismos que, junto a las singulares "experiencias-piloto" de Unidades administrativas, antes citadas, que han puesto en práctica la "autoevaluación" con el "Modelo EFQM de excelencia", procedieron a publicar sus Cartas en el año 2000. 

Por tanto, se ha procedido ya a la elaboración de diversas "cartas de servicios", habiéndose publicado ya las primeras "cartas"
 durante el año 2000, aprobadas muchas de ellas en significativas organizaciones de un gran volumen de servicios de "atención al ciudadano". A lo largo del año 2000 se han publicado, asimismo, documentos de otras Unidades que no habían sido inicialmente designadas, con lo que se alcanzó un total de 23 Cartas de Servicios aprobadas y publicadas, a las que habría que sumar 6 más aprobadas este año.

El Ministerio impulsor, el MAP, como órgano staff y de apoyo, facilita la formación que precisen los Gestores de las organizaciones que se lo demanden, y ofrece una “Guía”
 que detalla un modo concreto sistematizado de elaborar las "cartas de servicios".
D) Convocatorias de los Premios a la Calidad y a las Mejores Prácticas

Las múltiples experiencias desarrolladas tanto en el ámbito internacional como en algunas Administraciones Públicas españolas aconsejaron al MAP la promoción de una Norma que permitiera institucionalizar un instrumento general de reconocimiento a la mejora de la calidad y de comparación y aprendizaje mutuos.

En el citado Real Decreto 1259/1999, por el que se establecían las “Cartas de Servicios”, se establece la convocatoria anual de unos Premios a las "Mejores Prácticas" y a la "Calidad" en la Administración General del Estado. 

El “Premio a las Mejores Prácticas” está destinado a galardonar las iniciativas de mejora de la calidad en el ámbito de la AGE. Con el “Premio de la Calidad” se reconocerá al órgano u organismo que se haya distinguido muy especialmente en el incremento de la calidad de sus servicios, mediante la mejora de los procesos y resultados del conjunto de la organización y en todas sus dimensiones. 

Las características, requisitos y efectos de ambos “Premios” se desarrollaron en las convocatorias del Ministro de Administraciones Públicas (finalidad, características, número de premios, requisitos, propuestas, selección final, forma de evaluación, jurado, reconocimiento organizacional y personal, etc.). Efectivamente, por sendas Órdenes Ministeriales
 de 25 de enero de 2000 fueron convocados el primer "Premio a la calidad" para el año 2000 y el "Premio a las Mejores Prácticas" para la Administración del Estado, estableciéndose como condición que los organismos que soliciten participar deberían tener aprobado su Carta de Servicios antes de Octubre de 2000. 

La finalidad de los “Premios” es fomentar la emulación y el aprendizaje mutuo y de formalizar el reconocimiento al esfuerzo colectivo para mejorar el funcionamiento de sus organizaciones y la calidad de los servicios.

Al Premio a la Calidad se presentaron 6 candidaturas, resultando ganadora, de acuerdo con la propuesta efectuada por el Jurado, la Dirección Provincial del Instituto Nacional del INSS en Guipúzcoa. A los Premios a las Mejores Prácticas se presentaron 21 candidaturas de 8 Ministerios, concediéndose los Premios a 12 iniciativas.

El proceso de valoración y selección previa de candidaturas a los Premios a las Mejores Prácticas ha implicado a las unidades especializadas de los diversos Ministerios, con lo que se ha logrado que el Plan de Calidad en sus tres vertientes programáticas anteriores haya sido asumido por el conjunto de la Administración General del Estado. 

E) El entrenamiento, la formación y el apoyo a los Gestores para implantar los programas de calidad

Para la implantación de los programas anteriores, el MAP diseñó la ayuda precisa a los Ministerios que implementaran programas de trabajo sobre la gestión de la calidad, a través de las diversas actividades que se relacionan a continuación y con los siguientes objetivos:

· Actividades formativas

· La formación es una de esas actuaciones que, en cierto modo, tiene una mayor transcendencia a largo plazo, ya que supone una labor de sensibilización y cambio cultural de las personas. Desde 1995, desde la Secretaría de Estado para la Administración Pública se viene impartiendo de forma extensiva cursos de formación en materia de gestión de calidad en múltiples organizaciones de las distintas administraciones públicas. En el transcurso de esos años se ha impartido alrededor de cien cursos a unas cincuenta organizaciones diferentes, con la asistencia de 2000 directivos y empleados públicos aproximadamente. 

· Asimismo, los Inspectores Generales de Servicios de la Administración del Estado del MAP, adscritos a la INSCAL, realizaron un Curso específico (impartido por expertos de la EFQM) para la aplicación del “modelo de autoevaluación” en unidades administrativas, curso que, posteriormente fue extendido a 50 funcionarios de diversos Ministerios. 

· En el contexto del Programa de Premios, el MAP suscribió en enero de 2000 un Convenio Marco de colaboración con el Club de Gestión de Calidad, representante en España de la EFQM, con el objeto de articular mecanismos de cooperación que facilitaran la implantación del Modelo Europeo de Excelencia en la Administración del Estado. Como manifestación concreta de esta colaboración destaca la formación impartida por el Club que acreditó como evaluadores a los 50 funcionarios antes citados que, posteriormente, integraron los equipos de evaluación de las candidaturas al Premio a la Calidad. 

· Desde el MAP, a partir de ese instante, se estaría en condiciones de formar a las Unidades en el “modelo europeo adaptado de autoevaluación”, y en concreto, se formaría inicialmente a los Centros seleccionados antes citados. 
· Objetivos

· Con la formación a impartir, se pretendía que los Centros directivos seleccionados dispusieran de personal en el corto plazo para formar los equipos de “autoevaluación” de esas unidades (o “Equipos de Mejora”).

· Esos equipos realizarían, de ese modo experto, una primera “autoevaluación” en cada una de las unidades administrativas elegidas, con la que se definirían “puntos fuertes y áreas de mejora”, elaborando su Plan o Planes de Mejora.

· Tras el inicial desarrollo de los Planes de Mejora, se debería realizar una segunda “autoevaluación”, promoviéndose un encuentro de los responsables de los “Equipos de Mejora” de las unidades implicadas para analizar dificultades y reforzar el aprendizaje futuro.

· Posteriormente, se recogerán las experiencias del proceso, elaborándose una publicación con las “mejores prácticas” realizadas.

· Divulgación y difusión

· Numerosos directivos de los diversos Ministerios (con rango de Subdirectores Generales) asistieron a las Jornadas informativas donde se les entregó la “Guía de Autoevaluación” adaptada del modelo EFQM.

· A partir de la entrada en vigor del Plan, numerosos directivos del conjunto de la AGE vienen siendo informados e invitados a participar en diversas jornadas y actos relacionados con la Calidad en la Administración Pública.

· Actuaciones experimentales o de entrenamiento

· El programa de "autoevaluación", a partir de la elaboración de la “Guía de Autoevaluación”, se inició con carácter experimental en las siguientes Unidades administrativas de la AGE:

· Oficina Española de Patentes y Marcas (del Ministerio de Ciencia y Tecnología)

· Instituto Astrofísico de Canarias (del Ministerio de Ciencia y Tecnología)

· Intervención de Armas de la Comandancia de la Guardia Civil de Barcelona (del Ministerio del Interior)

· Parque Nacional de Ordesa (del Ministerio de Medio Ambiente)

· Dirección Provincial del Instituto Nacional de Seguridad Social -INSS- (del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales)

· Dirección Territorial del Instituto Nacional de Salud -INSALUD- (del Ministerio de Sanidad y Consumo)

· Dirección Provincial de Educación de Ávila (del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes).

Todas las Unidades anteriores, tras recibir la formación práctica impartida por la INSCAL, se autoevaluaron a lo largo del segundo semestre de 1999, identificando sus áreas de mejora y definiendo sus planes de mejora, que fueron implantados en el año 2000. 

F) Actuaciones de futuro

Por Órdenes Ministeriales de 27 de julio de 2001, es decir muy recientemente, se ha vuelto a convocar los Premios a las Mejores Prácticas y el Premio a la Calidad en la AGE para el año 2001. 

Desarrollando el Plan de Calidad, desde el MAP se continúa impartiendo formación en materia de gestión de calidad, en general, y más específica sobre el Modelo europeo de Excelencia, a fin de extender al conjunto de la AGE la cultura y la prácticas de la mejora continua, de modo que alcancemos cotas superiores de excelencia en la prestación de servicios a la ciudadanía. 

Madrid, Agosto de 2001. AMADOR ELENA CÓRDOBA.
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